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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, cuatro (4) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.1017
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el representante de la administradora de fondos Protección Pensiones y Cesantías, en contra del fallo proferido el 19 de septiembre de 2016 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor William Mesa Aguirre en contra de Colpensiones.
2. ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor William Mesa Aguirre que tiene 50 años de edad, quien conforme a  certificación expedida el 28 de agosto de 2016 por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, se trasladó del régimen de prima media con prestación definida al fondo privado Protección S.A. el 01/08/2005, y en la constancia expedida por Protección S.A. el actor registra afiliación desde el 1º de junio de 2005.

Por lo anterior, el actor consideró que cumple con todos los requisitos  para trasladarse de régimen pensional, al encontrarse actualmente en el régimen de ahorro individual con solidaridad RAIS con más de 5 años de permanencia, y puede vincularse al régimen de prima media con prestación definida, administrado por COLPENSIONES.  Así mismo, por cuanto le faltan 10 años o más para cumplir la edad de pensión de vejez. Sin embargo, ninguna de las entidades accionadas ha resuelto su solicitud de traslado.
Por lo anterior, solicitó el amparo de sus derechos constitucionales al derecho de petición,  debido proceso y a la seguridad social y se ordene a Protección S.A. y/o a COLPENSIONES que emitan una respuesta de fondo a su petición, ii) que atiendan oportunamente sus solicitudes, iii) que cumplan con lo preceptuado en la norma con el fin de que se restablezcan sus derechos fundamentales en su condición de persona adulta que aspira obtener una pensión digna en el régimen de prima media defina y iv) que ambas entidades “conjuguen en la conformación unificada del resumen de semanas cotizadas en pensiones para que emitan una sola y completa certificación de los tiempos aportados”.

2.2.  Se tuvieron como pruebas las anexadas a folios 7 al 23.

3.1. PROTECCIÓN  PENSIONES Y CESANTÍAS
Ante la petición del accionante relacionada con el traslado para régimen de prima media con prestación definida, manifestó que COLPENSIONES no ha radicado ante ese fondo solicitud formal de traslado del señor William Mesa Aguirre, trámite que indispensablemente que debe adelantar esa entidad para que Protección S.A. pueda pronunciarse al  respecto, según lo indicado en las Circulares 019 de 1998 y 006 de 2011 expedidas por la Superintendencia financiera de Colombia, de conformidad al decreto 692 de 1994.
Señaló que de la solicitud de traslado régimen del 22 de diciembre de 2015 radicada por el accionante en Colpensiones no se sabe cuál ha sido su trámite; sin embargo, se puede deducir que a la fecha el actor se encuentra dentro de la limitante prevista en la  Ley 797 de 2003 por cuanto le faltan más de 10 años para cumplir los requisitos para obtener el derecho a la pensión de vejez, por lo que podría trasladarse según el régimen establecido para ello.

Hizo referencia al procedimiento para el traslado de afiliados entre regímenes pensionales.

Por lo anterior, consideró que no se vulneraron de derechos fundamentales al accionante (Fls. 27-31)

3.2. COLPENSIONES 

Consideró que la presente acción de tutela es improcedente por cuanto existen otros medios expeditos  de defensa judicial, toda vez que cualquier controversia que se de en el marco de la seguridad social  entre afiliados, beneficiarios, empleadores y entidades administradoras deberá ser conocida por la jurisdicción ordinaria laboral.
Indicó que al accionante ya se le dio respuesta a su solicitud de traslado de régimen, en la que se fundamentaron las razones por las cuales no se ha hecho el mismo, por lo tanto, si el mismo no está de acuerdo con lo debe agotar los procedimientos judiciales para tal fin.
Por lo anterior, solicitó que se desestime al acción de tutela ante la ausencia de transgresión de los derechos fundamentales al señor Mesa Aguirre.  (Folio 39)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 19 de septiembre de 2016 por el juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal tuteló el derecho fundamental de petición al señor William Mesa Aguirre; como consecuencia de ello, ordenó a PROTECCIÓN S.A. que  en el término de 5 días contado a partir de la notificación del fallo, procedieran a verificar y/o corregir la historia laboral del señor William Mesa Aguirre. Igualmente, ordenó a COLPENSIONES que en un término de 48 horas contado a partir de la notificación del fallo, diera una respuesta clara y precisa al señor Mesa Aguirre y que aportara la solicitud formal de traslado a PROTECCIÓN S.A., trámite indispensable para verificar la viabilidad de traslado de régimen de ahorro individual al de prima media. (Fls. 41-45)
PROTECCIÓN S.A. fue notificada de la sentencia aludida mediante oficio No.1536 del 19 de septiembre de 2016 (folio 47, vuelto).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Mediante escrito del 21 de septiembre de 2016, PROTECCIÓN S.A. impugnó el fallo de primer grado argumentando que el A quo no tuvo en cuenta el material probatorio obrante en el expediente, del cual se desprende que el accionante no acreditó haber radicado ante Protección S.A. alguna solicitud formal respecto a la a la corrección de su historia laboral, toda vez que lo tutelante sólo se observa en la foliatura las peticiones dirigidas a COLPENSIONES. En tal virtud, solicitó que se revoque la sentencia de primer grado (Fls. 49 y 50).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación establecer si la decisión adoptada por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, mediante el cual concede el amparo de los derechos fundamentales al derecho de petición y al debido proceso, invocados por el señor William Mesa Aguirre, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3.2. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.3.3. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

6.3.4. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
 
6.4. Con respecto al derecho fundamental al debido proceso, este  se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política y establece que éste debe ser aplicado a todas las actuaciones judiciales y administrativas.  Para que esto suceda es necesario que exista una regulación previa en la cual se determine el desarrollo de los actos que se estén realizando, las oportunidades de intervención de las partes, mecanismos de defensa, entre otros. De ahí que se proceda a proteger la efectiva aplicación de la impartición de justicia.

 

Adicionalmente  se pretende asegurar un buen desarrollo de la función pública administrativa que se encuentre acorde con los lineamientos Constitucionales y legales con el fin de evitar actuaciones abusivas y arbitrarias por parte de los órganos administrativos.  Frente a lo expuesto, la Corte Constitucional en la Sentencia C-089 de 2011 afirmó que “el derecho al debido proceso administrativo se vulnera por parte de las autoridades públicas, cuando estas no respetan las normas sustanciales y procedimentales previamente establecidas por las leyes y los reglamentos y con ello se vulnera de contera el derecho al acceso a la administración de justicia.”
  

6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1. El señor William Mesa Aguirre acudió a la acción de tutela con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales al debido proceso y el  derecho de petición, los que consideró vulnerados por la AFP Protección S.A y la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en atención a que ninguna de estas entidades ha resuelto su petición de traslado de régimen pensional, esto es del fondo privado PROTECCIÓN S.A. al régimen de prima media con prestación definida administrada por COLPENSIONES, junto con la correspondiente actualización y corrección de su historial laboral.

6.5.2.  Dentro de las pruebas aportadas con el escrito de la demanda de tutela, se observan las siguientes:

· Cédula del accionante, fecha de nacimiento 10/08/1966, edad 50 años (Fl. 7) 
· Certificado expedido por COLPENSIONES que da cuenta del traslado aprobado al accionante a Protección S.A. el 01/08/2005 (Fl. 8)

· Reporte de semanas cotizadas a COLPENSIONES  desde el 23/05/1989 (Fl. 9)

· Constancia de PROTECCIÓN S.A donde el accionante aparece afiliado a dicha entidad desde el 1º de junio d 2005 (Fl. 10)

· Resumen de la cuenta individual de ahorro pensional a PROTECCIÓN S.A. desde el 2005/06 al 2015/06 (Fls. 11-14)
· Respuestas a los diferentes derechos de petición por parte de COLPENSIONES:

Comunicación del  22 de diciembre de 2015, le informó que su solicitud de traslado de régimen radicada bajo el Nº 2015_12317316 había sido recibida de forma satisfactoria y que por tanto, iniciaría las actividades de validación de la información y viabilidad de su trámite en su actual AFP (F.15),

Comunicación del 29 de enero de 2016,  se pronunció frente a la solicitud de actualización de datos y corrección de historia laboral radicada con el  Nº2016_868278,  indicando que teniendo en cuenta las actividades que demanda el proceso de investigación y corrección de inconsistencias que pudiera presentar la historia laboral, la respuesta sería emitida dentro de los 60 días hábiles  (Fl. 16)

Comunicación del 10 de marzo de 2016,  respondió que la petición radicada al No.2016_2333655 del 8 de marzo de 2016 con respecto a la actualización y corrección de la historia laboral radicada Nº2016_868278 se encontraba en la gerencia para su respectiva investigación y corrección (Fl.17).
Comunicación de 30 de marzo de 2016, respondió que la petición radicada al Nº2015_12317316 de “traslado de régimen” había sido aceptada por la causal “existe en RAIS pero no tiene el tiempo para trasladarse (ley 797 de 2003)” (Fl. 20)
Comunicación  del 5 de abril de 2016,  indicó que la petición radicada al Nº2015_12317316 de “traslado de régimen” no había sido aceptada por la causal “887 –Afiliado con inconsistencias en su Historial de Vinculaciones en las AFP para las cuales ha estado vinculado.  Deben ser reconstruidos sus datos” (Fl. 21)

Comunicación del 27 de junio de 2016, contestó que su requerimiento bajo el radicado Nº 2016_ 7290585 “peticiones, quejas y reclamos”  donde reitera su solicitud del 22 de diciembre de 2015 de traslado de régimen radicada bajo el Nº 2015_12317316 había sido atendida por la Gerencia Nacional del servicio al ciudadano y que la misma no fue aceptada por la causal “887 –Afiliado con inconsistencias en su Historial de Vinculaciones en las AFP para las cuales ha estado vinculado.  Deben ser reconstruidos sus datos” (Fl. 22 y 23)

Comunicación de 11 de julio de 2016, contestan su petición de traslado de régimen radicada Nº 2016_7889257, reiteran los mismos argumentos expuestos en la respuesta del 22 de diciembre de 2015 (Fl.19). 

6.5.2. Con respecto a la escogencia del régimen de pensiones, el artículo 13 literal e) de la Ley 100 de 1993 dispone las  características del sistema general de pensiones, el cual fue modificado por el artículo 2º de la Ley 797 de 2003: 

“(…)  e) Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez.”  (Subrayas nuestras)
6.5.2.1. El Texto subrayado fue declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-1024 de 2004, la que al respecto concluyó la prohibición de traslado cuando al afiliado le faltaren diez años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez: 

“La medida prevista en la norma acusada, conforme a la cual el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez, resulta razonable y proporcional, a partir de la existencia de un objetivo adecuado y necesario, cuya validez constitucional no admite duda alguna. En efecto, el objetivo perseguido por la disposición demandada consiste en evitar la descapitalización del fondo común del Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, y simultáneamente, defender la equidad en el reconocimiento de las pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, pues se aparta del valor material de la justicia, que personas que no han contribuido a obtener una alta rentabilidad de los fondos de pensiones, puedan resultar finalmente beneficiadas del riesgo asumido por otros. La validez de dicha herramienta legal se encuentra en la imperiosa necesidad de asegurar la cobertura en la protección de los riesgos inherentes a la seguridad social en materia pensional a todos los habitantes del territorio colombiano, en acatamiento de los principios constitucionales de universalidad y eficiencia (C.P. art. 48). Así mismo, el objetivo de la norma se adecua al logro de un fin constitucional válido, pues permite asegurar la intangibilidad de los recursos pensionales en ambos regímenes, cuando se aproxima la edad para obtener el reconocimiento del derecho irrenunciable a la pensión, en beneficio de la estabilidad y sostenibilidad del sistema pensional.” (Subrayas propias)
6.5.2.2. En lo que tiene que ver con los requisitos para efectos de acceder a la pensión de vejez la regula el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003,  señala:

“ARTÍCULO 33. REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE VEJEZ. <Artículo modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Para tener el derecho a la Pensión de Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones:

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años si es hombre.

A partir del 1o. de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) años de edad para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre.(…)” (Subrayas nuestras)
6.5.3. De acuerdo a las normas y jurisprudencia transcritas, se infiere que el señor William Mesa Aguirre al contar con 50 años de edad, le faltarían 12 años para cumplir la edad de pensión de vejez, circunstancia que le podría permitir trasladarse de régimen pensional. Sin embargo, COLPENSIONES le respondió al accionante que su solicitud de traslado de régimen “no había sido aceptada por la AFP por presentar inconsistencias en su historial de vinculaciones en las AFP para las cuales ha estado vinculado y que sus datos deben ser reconstruidos”.  Por su parte la AFP PROTECCIÓN S.A. señaló que el accionante no ha radicado solicitud formal de traslado.  
6.5.4.  Así la cosas, el señor Mesa Aguirre acudió al juez de tutela con el fin de que las entidades demandas resolvieran no sólo lo pertinente al traslado de régimen pensional, sino para que las mismas hicieran la correspondiente actualización y corrección de su historia laboral. En tal sentido, la juez de primer grado consideró que al accionante se le había vulnerado el derecho fundamental de petición y en tal virtud, le tuteló dicha garantía, ordenando a PROTECCIÓN S.A. que debía proceder a verificar y/o corregir la historia laboral de señor William Mesa Aguirre, lo cual fue objeto de impugnación por parte del representante legal de dicho fondo.
6.5.5.  De acuerdo al material probatorio que obra dentro del expediente, la Sala considera que el señor Mesa Aguirre no acreditó haber radicado en  PROTECCIÓN S.A. solicitud alguna en la que haya indicado cuáles son los períodos faltantes y que efectivamente fueron cotizados por el mismo con el fin de que le fuera corregida su historia laboral, ya que tal petición fue elevada a COLPENSIONES, según se desprende de la respuesta emitida por esta administradora el 29 de enero de 2016 en la que le informó al accionante que el proceso de investigación y corrección de las inconsistencias que pudiera presentar su historia laboral, sería emitida en sesenta (60) días hábiles contados a partir de la fecha de radicación, por cuanto dicho trámite implicaba un procedimiento operativo especial (folio 16).

6.5.6. Así las cosas, esta Colegiatura considera que corresponde a COLPENSIONES emitir una respuesta de fondo con relación a la petición de corrección de historial laboral del señor Mesa Aguirre, habida cuenta que ya transcurrió el término de los 60 días hábiles que adujo la entidad contaba para realizar las actividades del proceso de investigación tendientes a corregir  lo pertinente, además, por cuanto COLPENSIONES  tiene la obligación de brindar respuestas completas y oportunas a las solicitudes que formulen los afiliados para obtener información acerca de su historia laboral, actualizarla o corregirla, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia T-079 de 2016, cuando se refirió de la siguiente manera:
“El deber de brindar respuestas oportunas y completas a las solicitudes de información, corrección o actualización de la historia laboral que formulen los afiliados al Sistema General de Pensiones.
 
27. En su condición de responsables del tratamiento de datos personales, Colpensiones y las administradoras de los fondos de privados de pensiones deben asegurar el manejo transparente de la información consignada en las historias laborales y la veracidad y completitud de la misma. Esto supone, entre otras cosas, que los afiliados tengan la posibilidad de acceder fácilmente a tal información, para contrastarla y solicitar su corrección o actualización, si lo consideran necesario.
(…) 29. El Auto 320 de 2013, en concreto, precisó que la contestación de las solicitudes prestacionales en condiciones de calidad comprende dos obligaciones: la de “garantizar que antes de resolver sobre la respectiva petición, el expediente prestacional, y en particular la historia laboral del afiliado, cuente con información completa y actualizada” y la de “asegurar que la respuesta a las peticiones sea motivada, eficaz, de fondo y congruente con lo pedido”.[46]
Tal precisión se efectuó en el contexto de las deficiencias que, de conformidad con lo expuesto por los órganos de control convocados al trámite de seguimiento, se estaban presentando en los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones económicas proferidos por Colpensiones[47]. En vista de la persistencia de esas dificultades, la Sala le ordenó a la entidad, a través del Auto 130 de 2014, adoptar una serie de medidas concretas encaminadas a asegurar la armonización de sus bases de datos, la inclusión de periodos de cotizaciones efectivamente aportados por sus afiliados y la completa valoración de los medios probatorios relevantes para la definición de los derechos pensionales en disputa. (…)”
6.5.7. Como consecuencia de lo acabado de verificar, este Tribunal confirmará parcialmente la sentencia estudiada. Por lo tanto, revocará del numeral segundo del fallo en el entendido de ordenar a COLPENSIONES que proceda a dar respuesta clara y de fondo al señor William Mesa Aguirre sobre su petición de “actualización de datos, solicitud de corrección historia laboral” radicada bajo el No.2016_868279 del 29 de enero de 2016.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida el 19 de septiembre de 2016 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, dentro de la acción de tutela presentada por el señor William Mesa Aguirre
SEGUNDO: REVOCAR el numeral 2º del fallo aludido, y en su lugar se dispone: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES que en el término de 48 horas contado a partir de la notificación de esta sentencia proceda a dar una respuesta clara, concreta y de fondo al señor William Mesa Aguirre a su petición radicada al No.2016_868279 del 29 de enero de 2016 cuyo tipo de trámite es “actualización de datos, solicitud de corrección historia laboral”.

TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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